
 

**********1 

VS  

 OFICIAL DE POLICÍA ADSCRITO A 

LA DIRECCIÓN GENERAL DE 

POLICÍA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE 

TIJUANA Y OTRA AUTORIDAD. 

EXPEDIENTE 17/2023 JQ 
 

Tijuana, Baja California, a veintiséis de agosto de dos mil 

veinticuatro. 

 

SENTENCIA DEFINITIVA que declara la nulidad de la boleta de 

infracción impugnada, toda vez que la autoridad no la exhibió en juicio 

y, por ende, no acreditó la debida fundamentación y motivación del 

mismo. 

 

G L O S A R I O 

 

A N T E C E D E N T E S  

 

1.- El seis de mayo de dos mil veintitrés se impuso multa al 

actor con motivo de la Boleta de Infracción. 

 

2.- El dieciocho de septiembre siguiente el actor promovió 

juicio contencioso administrativo en contra de la boleta antes 

mencionada. 

 

Oficial: Oficial de Policía adscrito a la 

Dirección de Seguridad Pública 

Municipal del Ayuntamiento de 

Ensenada, que emitió la Boleta 

impugnada. 

Director: Director General de Seguridad 

Pública Municipal del Ayuntamiento 

de Ensenada, Baja California. 

Boleta de Infracción: Boleta de infracción **********2 de 

seis de mayo de dos mil veintitrés. 

Ley del Tribunal: 

 

 

Ley del Tribunal Estatal de Justicia 

Administrativa de Baja California, 

publicada en el Periódico Oficial del 

Estado el dieciocho de junio de dos 

mil veintiuno. 

Reglamento de Tránsito: Reglamento de Tránsito y Control 

Vehicular del Municipio de Tijuana, 

Baja California.  

Código de Procedimientos: Código de Procedimientos Civiles 

para el Estado de Baja California. 



 

3.- El cuatro de octubre de ese mismo año se acordó tramitar 

y resolver el presente juicio en vía de mínima cuantía y se emplazó al 

Oficial y al Director, quienes, al contestar la demanda, plantearon 

diversas causales de improcedencia y sostuvieron la legalidad del acto 

impugnado. 

 

4.- El tres de noviembre de dos mil veintitrés las autoridades 

dieron contestación a la demanda, pero se les previno el seis siguiente 

porque omitieron exhibir la Boleta de Infracción que ofrecieron como 

prueba. 

 

5.- El catorce de diciembre de ese mismo año se tuvo por 

precluido el derecho para atender la prevención y por no ofrecida 

dicha prueba, se admitieron los escritos de contestación a la 

demanda, las demás pruebas ofrecidas por las partes y, de 

conformidad con el artículo 76 de la Ley del Tribunal, se dio vista a las 

partes a fin de que, en el plazo de cinco días, presentaran sus alegatos. 

 

6.- Mediante proveído de dieciséis de mayo del dos mil 

veinticuatro se ordenó la reposición del procedimiento y fue requerida 

la prueba ofrecida por la parte actora consistente en la Boleta de 

Infracción. 

 

7.- Finalmente en seis de junio de dos mil veinticuatro se tuvo 

a las autoridades demandadas manifestando la imposibilidad de 

exhibirla, por lo que se cerró la etapa de instrucción y se citó a las partes 

para oír sentencia por lo que se procede a dictar la resolución 

correspondiente y,   

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. - Competencia. Este Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana es competente para resolver el presente juicio, en 

virtud de que la Boleta de Infracción es de carácter administrativo 

emanada de una autoridad municipal, así como por la ubicación del 

domicilio señalado por la parte actora, el cual se encuentra en la 

circunscripción territorial de este Juzgado, de conformidad con lo 

dispuesto por los artículos 1, 25 y 26, fracción I y último párrafo, y 30 de 



 

la Ley del Tribunal, y acuerdo de Pleno de este Tribunal adoptado el 

trece de julio y veintitrés de agosto, ambos de dos mil veintitrés. 

 

SEGUNDO. - Existencia del acto impugnado. La existencia del 

acto impugnado quedó debidamente acreditada en autos con el 

oficio **********3, emitido el catorce de septiembre de dos mil veintitrés 

por el Encargado Administrativo Distrito VI La Presa, las copia de las 

hojas de inventario **********4 y **********5 de **********6, adminiculadas 

con la confesión ficta de las autoridades demandadas, en términos de 

lo dispuesto por el artículo 72, tercer párrafo, de la Ley del Tribunal, y los 

artículos 285, fracción III, 322, fracción V, 323, 400 y 405 del Código de 

Procedimientos, aplicable en materia contenciosa administrativa, en 

términos del artículo 103 de la Ley del Tribunal. 

 

TERCERO. - Por ser una cuestión de orden público, y de 

estudio preferente, se procede a analizar las causales de 

improcedencia hechas valer por las autoridades demandadas. 

 

Manifiesta las demandadas que en el presente juicio se 

actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 54, 

fracción IV, de la Ley del Tribunal, por considerar resulta 

extemporánea la presentación de la demanda, ya que señala que la 

Boleta de Infracción se emitió el seis de mayo de dos mil veintitrés, por 

lo que considera existe una clara extemporaneidad en la 

presentación de la demanda. 

 

Los argumentos son infundados, en atención a las siguientes 

consideraciones. 

 

Del análisis realizado a las constancias que obran en el 

expediente en que se actúa, específicamente al escrito inicial de 

demanda, la parte actora señala que el seis de mayo de dos mil 

veintitrés aparcó el vehículo materia del juicio en el boulevard 

Cucapah y calle Tulipanes, dado que se encontraba realizando 

asuntos de índole personal, ya que tuvo que viajar de urgencia fuera 

de esta ciudad y que el trece de septiembre siguiente, al regresar a la 

ciudad, se trasladó al lugar donde dejó aparcado el tractocamión 

con remolque y al percatarse que no se encontraba acudió a la 

Delegación al Presa ubicada en el Fraccionamiento Villa Fontana,  



 

donde le manifestaron que dicho vehículo fue remolcado y 

asegurado puesto en resguardo de **********6 bajo el inventario 

**********5 correspondiente al tractocamión y **********4 

correspondiente a la caja seca. 

 

Manifiesta que el catorce de septiembre siguiente le 

informaron que la boleta de infracción **********2 no se encontraba en 

los archivos correspondientes de la Delegación la Presa Abelardo L. 

Rodríguez, por lo que le fue extendido el oficio **********3 donde se 

señaló como artículos transgredidos los numerales 25, fracción VI, 26 y 

110, fracción VI, todos del Reglamento de Tránsito, sin que le fuese 

entregada una copia.   

 

La autoridad sostiene que la Boleta de Infracción se elaboró 

el seis de mayo de dos mil veintitrés y que de las hojas de inventario se 

puede observar que la Boleta de Infracción se emitió por no presentar 

licencia de conducir y encontrarse en sentido contrario, lo que, a su 

juicio, implica que el actor se encontraba a bordo de la unidad al 

momento en que fue abordado por la autoridad municipal, lo que 

hace necesario, dice, que tuvo conocimiento de la existencia de la 

boleta desde aquel momento, sin embargo, no presentó la Boleta de 

Infracción, lo que no permite conocer las razones que motivaron que 

se elaborara, ni se aportó ningún otro dato probatorio apto para 

demostrar que la parte actora tuvo conocimiento de la Boleta de 

Infracción el seis de mayo de dos mil veintitrés, fecha en que dicen fue 

elaborada ese documento, en consecuencia, al o haber evidencia en  

contrario, debe tenerse como fecha de conocimiento del acto la 

manifestada por el actor, es decir, el catorce de septiembre de dos mil 

veintitrés. 

 

 No es óbice a lo anterior lo manifestado por la autoridad 

demandada en relación con las hojas de inventario puesto que, el 

hecho de que se hubiera anotado en la misma el número de boleta y 

las supuestas infracciones no son acontecimientos que prueben que el 

actor tuvo conocimiento de la boleta el día de su emisión, máxime 

cuando del margen inferior se aprecia que en la línea reservada para 

el propietario o conductor  se aprecia que no obra su firma sino las 

letras “AQC”, acrónimo para la frase  a quien corresponda, lo que hace 

dudar de que se hubiere elaborado en presencia del infractor, como 



 

señala la autoridad. Documental valorada en términos de lo dispuesto 

por los artículos 322, fracción II, 323 y 405 del Código de Procedimientos, 

aplicable a la materia contencioso administrativa. 

 

Ahora bien, el artículo 62 de la Ley del Tribunal en la parte que 

interesa establece: 

 

ARTÍCULO 62.-La demanda deberá formularse por escrito, 

salvo el caso previsto en el artículo 150 de esta Ley, y 

presentarse directamente ante el Órgano de Primera 

Instancia correspondiente al domicilio del demandante o 

enviarse por correo certificado, dentro de los quince días 

siguientes, a aquel en que haya surtido efectos la 

notificación del acto o resolución impugnados conforme a 

la ley del acto, o al día en que se haya tenido 

conocimiento del mismo. 
La entrega de una resolución, por escrito al particular, se 

considera como notificación, aunque no se utilice este término 

por la autoridad. 

(…) 

 

De lo cual se advierte que son dos las hipótesis en la que la 

notificación del acto impugnado surte efectos: 1) al día a que en que 

haya surtido efectos la notificación del mismo; y 2) al día en que se 

haya tenido conocimiento del mismo. 

 

Por consiguiente, si el Reglamento de Tránsito no establece 

cuando surte efectos las notificaciones, se actualiza la segunda 

hipótesis de notificación, por lo que se concluye que ésta debe surtir 

efectos el mismo día que se haya tenido conocimiento del acto, es 

decir, el catorce de septiembre de dos mil veintitrés y, por tanto, el 

computo del plazo de quince días para efectos de su impugnación 

inició el quince del mismo mes y año y concluía el seis de octubre del 

dos mil veintitrés, descontando los días dieciséis, diecisiete, veintitrés, 

veinticuatro y treinta de septiembre, así como uno de octubre, todos 

de dos mil veintitrés, por ser sábados y domingos, y el día veintidós de 

septiembre de dos mil veintitrés por ser inhábil; luego, si el escrito inicial 

de demanda fue presentado en la Oficialía de Partes Común de este 

Tribunal el dieciocho de septiembre de dos mil veintitrés, es dable 

concluir que se interpuso en tiempo. 

 

Lo anterior encuentra apoyo en las siguientes tesis, cuyo rubro 

y tenor establecen lo siguiente:  

 

NOTIFICACIONES, NULIDAD DE. CUANDO EMPIEZA A 

CORRER EL PLAZO PARA SU INTERPOSICION TRATANDOSE DE 



 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. La expresión "surtir efectos" 

significa que en un determinado momento o fecha, 

aquella persona a quien va dirigida una notificación se le 

tiene por legalmente enterada de la misma, con 

independencia de que materialmente la conozca o no; 

esto es, que el legislador, atendiendo a la seguridad 

jurídica, da por sentado que en una hora y día precisos un 

particular tiene conocimiento de un acto o resolución que 

puede o no pararle perjuicios. De conformidad con el 

artículo 135 del Código Fiscal de la Federación, dos son las 

hipótesis en que la notificación de un acto administrativo 

surte efectos: 1a) el día hábil siguiente a aquel en que es 

realizada formalmente por el actuario o notificador; y, 2a) 

el mismo día en que el interesado o su representante legal 

manifiesta haber tenido conocimiento del acto o 

resolución administrativos. Una congruente interpretación 

de los numerales de mérito en relación con la presentación 

en tiempo de los recursos administrativos, permite sostener 

que la segunda hipótesis sólo es aplicable: o bien, cuando 

no obren constancias de la notificación al particular; o, 

existiendo las mismas, la fecha de la manifestación de 

haber tenido conocimiento del acto o resolución 

impugnados mediante el recurso, sea anterior a la de la 

fecha que conste en las constancias notificatorias. Ahora 

bien, si la notificación que se pretendió combatir mediante 

el recurso de nulidad de notificaciones, no surtió efectos 

como tal dado el vicio que se le atribuye; sin embargo, 

resulta que sí se manifestó conocer de la diligencia "mal 

practicada" en determinada fecha, la sola manifestación 

de conocer de la "diligencia mal practicada", surte 

efectos de notificación, a partir de dicha fecha, para la 

presentación del recurso de nulidad de notificaciones, 

cuyo objeto lo será precisamente, esa "mal practicada" o 

la notificación que acusa la irregularidad que se le 

atribuyó. Por tanto, a partir de esa fecha existió la 

obligación de interponer el recurso de nulidad de 

notificaciones dentro de los cuarenta y cinco días 

siguientes, pues las deficiencias que se le atribuyen al acto 

o diligencia notificatoria, por sí solas no invalidan la 

manifestación de conocer del multicitado vicio desde la 

fecha que se precisó.1 

 

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 

TRAMITADO EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR EL 

PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DEBE 

CONSIDERARSE QUE LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 

QUE SE IMPUGNA SURTE EFECTOS DE CONFORMIDAD CON 

LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN I, INCISO A), DE 

LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Para efecto de proveer sobre la 

oportunidad de la presentación de la demanda en la vía 

sumaria, la notificación de la resolución que se pretende 

controvertir surte efectos conforme a la ley aplicable a la 

misma resolución, de conformidad con el artículo 58-2, 

último párrafo (de la ley publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 24 de diciembre de 2013) o penúltimo (de la 

ley publicada en el indicado medio de difusión oficial el 13 

de junio de 2016), cuyo texto guarda identidad jurídica, 

contenido en el apartado específico de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo que regula el 

juicio en la vía sumaria, esto es, debe aplicarse la propia 

ley en su numeral 13, fracción I, inciso a), pues la regla 

general invocada en dicho precepto fue objeto de 

reforma, en donde se incluyó un nuevo elemento en el 

sistema normativo, esto es, una regla específica que rige 

la forma en que ha de considerarse que surten efectos las 

notificaciones de las resoluciones impugnadas para 

 
1 Registro digital: 225145, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, 

Materia(s): Administrativa, Fuente: Semanario Judicial de la Federación Julio-Diciembre de 1990, Tomo VI, 

Segunda Parte-2, página 582, Tipo: Aislada. 
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efectos de la procedencia del juicio administrativo que 

debe aplicarse no sólo a la vía ordinaria, sino también a la 

sumaria y no la que prevé el artículo 70, que en realidad 

se refiere a las reglas que rigen las notificaciones que se 

practican en el trámite del juicio de nulidad. En ese 

sentido, las notificaciones de las resoluciones que se 

impugnen a través del juicio contencioso administrativo 

federal en la vía sumaria surtirán sus efectos conforme a la 

ley aplicable a la resolución impugnada.2 

 

RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SI LA 

NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA SE 

PRACTICÓ EN DÍA INHÁBIL, DEBE CONSIDERARSE REALIZADA 

EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE, PARA DETERMINAR LA 

OPORTUNIDAD EN SU INTERPOSICIÓN. El artículo 282 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo, permite a los tribunales 

habilitar días y horas inhábiles, cuando hubiere causa 

urgente que así lo amerite; ello, en relación con las 

notificaciones; sin embargo, lo anterior debe entenderse 

únicamente para su práctica, no para que en esa fecha 

se tengan por realizadas, pues la notificación debe 

estimarse ejecutada hasta el próximo día hábil, de lo 

contrario, podría perjudicar al quejoso y, sobre todo, 

contravenir el artículo 19 de la ley citada que señala como 

días hábiles, todos los del año, con excepción de los 

sábados y domingos, uno de enero, cinco de febrero, 

veintiuno de marzo, uno y cinco de mayo, catorce y 

dieciséis de septiembre, doce de octubre, veinte de 

noviembre y veinticinco de diciembre, así como aquellos 

en que se suspendan las labores en el órgano jurisdiccional 

ante el cual se tramite el amparo, o cuando no pueda 

funcionar por causa de fuerza mayor; por tanto, aunque 

en el recurso de revisión en amparo indirecto se practique 

la notificación de la resolución recurrida en un día inhábil 

(por así haberse autorizado), debe tenerse como realizada 

–para los efectos legales– hasta el día hábil siguiente, y a 

partir de ahí surtirá efectos en términos del artículo 31 de la 

ley indicada, para determinar la oportunidad en su 

interposición.3 

 

NOTIFICACIONES DE SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA PRACTICADAS POR 

CORREO CERTIFICADO EN DÍA INHÁBIL. DEBEN 

CONSIDERARSE EFECTUADAS EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE, PARA 

DETERMINAR LA OPORTUNIDAD DEL AMPARO O DE LA 

REVISIÓN FISCAL EN SU CONTRA. Para determinar la 

oportunidad de la demanda de amparo o del recurso de 

revisión fiscal intentados contra una sentencia definitiva 

del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 

notificada por correo certificado en día inhábil, el plazo 

respectivo debe computarse a partir del día siguiente al 

en que surtió efectos la notificación, la cual, practicada en 

día inhábil, sólo puede considerarse legalmente 

efectuada al día hábil inmediato siguiente; es decir, el 

cómputo debe iniciar hasta el tercer día hábil posterior al 

inhábil en que se hizo la notificación, pues el primero es el 

que debe interpretarse como aquel en el que legalmente 

se practicó y, el segundo, en el que surtió sus efectos. Esa 

conclusión deriva de la naturaleza protectora del juicio de 

amparo que impide reducir el plazo de 15 días para la 

presentación de la demanda y de la naturaleza del acto 

procesal de notificación, así como de la interpretación 

armónica de los artículos 252, 253, 254, 255, 256 y 258 del 

 
2 Registro digital: 2021058, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 

152/2019 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 72, Noviembre de 2019, 

Tomo I, página 541, Tipo: Jurisprudencia. 
3 Registro: 2017631, Época: Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 

Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 57, Agosto de 2018, Tomo III, 

Materia(s): Común, Tesis: XIII.P.A.19 K (10a.), Página: 3035. 
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Código Fiscal de la Federación, vigentes hasta el 31 de 

diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial reproducen 

los numerales 66, 67, 68, 70, 71 y 74 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo. Este mismo 

razonamiento debe aplicarse, por analogía, a la 

interposición de la revisión fiscal contra una sentencia 

notificada con las particularidades anotadas, en atención 

al principio jurídico de equidad procesal. Lo anterior no 

implica convalidar la legalidad de la notificación 

practicada por el Servicio Postal Mexicano en día inhábil, 

sino que únicamente tiende a dar certeza sobre una 

situación de hecho.4 

 

Al no advertirse que se actualice alguna causal de 

improcedencia de las previstas en la ley, el juicio contencioso es 

procedente. 

 

CUARTO. Estudio. Este juzgador examinará en primer orden 

aquel o aquellos agravios que pudieran conducir a la nulidad lisa y 

llana de la resolución aquí controvertida, en atención a que 

redundaría en un mayor beneficio al actor, lo que resulta acorde con 

el artículo 17 constitucional, conforme al cual los tribunales están 

obligados a impartir justicia completa y expedida. 

 

Se aplica por analogía, lo pronunciado por el Segundo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito en 

la Tesis IV.2o.A.52 A, cuyo tenor es el siguiente: 

 

 CONCEPTOS DE ANULACION. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

FISCAL Y ADMINISTRATIVA AL EXAMINAR LOS QUE LLEVAN A 

DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA ESTA OBLIGADO AL ESTUDIO 

PREFERENTE DEL QUE TRAIGA MAYORES BENEFICIOS AL ACTOR. De 

conformidad con el artículo 237 del Código Fiscal de la 

Federación, las sentencias de las Salas Regionales deben 

atender la totalidad de las pretensiones deducidas de la 

demanda de nulidad, excepto cuando uno solo de los 

conceptos conlleve a declarar la nulidad lisa y llana de la 

resolución controvertida; empero, si varios conceptos tienen el 

propósito de declarar la nulidad lisa y llana, el Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, a fin de no vulnerar los principios 

de exacta aplicación de la ley, exhaustividad y expeditez, está 

obligado a jerarquizar la atención de aquellos con los que el 

actor obtendría mayores beneficios. En efecto, si en la demanda 

de nulidad se planteó la caducidad de las facultades de las 

autoridades administrativas y además que la emisión de la 

resolución materia de la litis en el sumario se dio fuera de los 

cuatro meses que establece el artículo 153 de la Ley Aduanera, 

de analizarse únicamente este último motivo de agravio, si bien 

es cierto lleva a la nulidad lisa y llana, también lo es que dejaría 

expeditas las facultades de la autoridad para iniciar nuevamente 

el procedimiento administrativo de ejecución, si ésta considera 

que aún procede hacer efectivo el crédito fiscal impugnado. 

Situación que no acontecería si el Tribunal Fiscal analiza en primer 

orden el concepto referido a que operó la caducidad de las 

facultades de las autoridades administrativas, pues este agravio, 

de resultar fundado, provocaría la nulidad lisa y llana que 
redundaría en mayores beneficios para el causante, pues la Sala 

 
4 Registro digital: 170685, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 

244/2007, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 

210, Tipo: Jurisprudencia. 
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Fiscal impediría definitivamente un acto de molestia posterior. De 

esa manera se colmarían las garantías de exacta aplicación de 

la ley, exhaustividad y expeditez contenidas en los artículos 14 y 

17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.5 

 

Asimismo, la decisión anterior encuentra su apoyo, por 

extensión, en la Jurisprudencia P/J.3/2005, sustentada por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la 

contradicción de tesis 37/2003-PL, que a la letra dice: 

 

CONCEPTOS DE VIOLACION EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE 

LOS QUE DETERMINEN SU CONCESION DEBE ATENDER AL PRINCIPIO 

DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE 

AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 

POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 

CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para 

resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los 

Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la 

materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación 

que determinen su concesión debe atender al principio de 

mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque 

resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, 

inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por 

tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control 

constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los 
conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que 

para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo 

anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el 

artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los 

ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la 

administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos 

sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se 

diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen 

un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un 

acto de autoridad que al final deberá ser declarado 

inconstitucional.6 

 

En ese orden de ideas, la enjuiciante manifiesta bajo 

protesta de decir verdad que no fue notificada debidamente del 

documento determinante de la multa impugnada, señala que el seis 

de mayo de dos mil veintitrés aparcó su tractocamión con remolque, 

objeto de la boleta impugnada, en boulevard Cucapáh y calle 

Tulipanes, dado que se encontraba realizando asuntos de índole 

personal ya que tuvo que viajar de urgencia fuera de esta ciudad, 

es así que en trece de septiembre siguiente al regresar se trasladó al 

lugar donde dejo aparcado el tractocamión con remolque y al 

percatarse que no se encontraba acudió a la Delegación al Presa 

ubicada en el Fraccionamiento Villa Fontana,  donde le manifestaron 

que dicho vehículo fue remolcado y asegurado puesto es resguardo 

 
5 Registro digital: 182871, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 

Materia(s): Administrativa, Tesis: IV.2º.A.52 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XVIII, Noviembre de 2003, página 946, Tipo: Aislada. 
6 Registro digital: 179367, Instancia: Pleno, Novena Época, Materia(s): Administrativa, Tesis: P./J. 3/2005, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Febrero de 2005, página 5, 

Tipo: Jurisprudencia. 



 

de **********6. bajo el inventario **********5 correspondiente al 

tractocamión y **********4 correspondiente a la caja seca. 

 

Continúa señalando que el catorce de septiembre 

siguiente le informaron que la boleta de infracción con número de 

folio **********2 no se encontraba en los archivos correspondientes de 

la delegación la Presa Abelardo L. Rodríguez, por lo que le fue 

extendido el oficio número **********3  donde se señaló como artículos 

transgredidos los numerales 25 fracción VI, 26 y 110 fracción VI, todos 

del Reglamento de Tránsito, solicitando para tal efecto le fuera 

requerida a la demandada la citada boleta de infracción para estar 

en posibilidad de tener certeza jurídica. 

 

Por su parte, las autoridades demandadas, al momento de 

contestar la demanda señalaron que son inoperantes los argumentos 

de la actora, ya que consideran ninguno controvierte con precisión 

cada uno de los fundamentos y motivos de la boleta de infracción, 

asimismo, manifiestan que en la boleta se señalaron las 

circunstancias de modo, tiempo y lugar de emisión.  

 

Para este juzgador, el motivo de inconformidad es fundado 

y suficiente para declarar la nulidad de Boleta, en virtud de las 

siguientes consideraciones: 

 

Los artículos 105 y 106 del Reglamento de Tránsito vigente 

al momento de la emisión de la boleta de infracción, establecen lo 

siguiente: 

 

ARTÍCULO 105.- Infracciones de conductores. - Los agentes, en el 

caso de que los conductores contravengan alguna de las 

disposiciones de este Reglamento, deberán proceder en la 

forma siguiente:  

I. Los agentes deberán:  

a) Indicar al conductor, en forma ostensible, que debe detener 

la marcha del vehículo y estacionarlo en algún lugar donde no 

obstaculice el tránsito.  

b) Informar a su superioridad, mediante radio, respecto de la 

acción que se realiza, identificando el vehículo que se ha 

detenido, el número de placas, el lugar de la detención y el 

artículo del presente Reglamento presuntamente violado.  

c) Identificarse con nombre y número de placa.  

d) Señalar al conductor la infracción que ha cometido.  

e) Indicar al conductor que muestre su licencia, tarjeta de 

circulación y, en su caso, demás documentos exigibles para 

conducir; para el caso de que el conductor no cuente con 

ninguno de los documentos antes descritos, y sin perjuicio de la o 

las infracciones que se pudiera hacer acreedor el conductor por 

la omisión de tales documentos, el agente deberá presentar al 

conductor y el vehículo ante el Juez Municipal a efecto de cubrir 
la o las infracciones o determinar lo conducente.  



 

f) Una vez exhibidos la licencia y/o tarjeta de circulación 

vigentes, elaborará la boleta de infracción en el formato 

establecido, o bien, podrá capturarla mediante el equipo 

electrónico portátil, la cual firmará en unión del infractor y le 

entregará la copia que corresponda, si el conductor desea que 

en la boleta se haga constar alguna observación de su parte, el 

agente estará obligado a consignarla.  

g) Queda estrictamente prohibido a los agentes, el retener 

licencias de manejar, tarjetas de circulación o cualquier otro 

documento, en aquellos casos en que los ciudadanos cometan 

exclusivamente infracciones o faltas al presente ordenamiento.  

Excepto tratándose de conductores que se encuentren 

operando vehículos al servicio del transporte público en 

cualquiera de sus modalidades, se deberá de retener la licencia 

de conducir en caso de no contar con ella será la tarjeta de 

circulación la que quedara en garantía de pago de la sanción 

que corresponda por la infracción al presente reglamento.  

h) En el caso de vehículos que porten placas extrajeras o éstas 

sean de otro Estado de la República, el agente elaborará la 

boleta de infracción correspondiente a través del equipo 

electrónico portátil o en los formatos previamente establecidos.  

El pago de la multa deberá efectuarse en forma inmediata y 

podrá realizarse en la Recaudación Municipal o en sus 

recaudaciones auxiliares; en cualquier centro autorizado para 

este fin, incluyendo medios electrónicos de pago con cargo a 

tarjetas de crédito o débito, o con el agente de Tránsito que 

impuso la infracción en caso de que cuente con el equipo 

electrónico portátil.  

Cuando la infracción no sea cubierta en forma inmediata, el 

agente impedirá la circulación del vehículo y lo remitirá al 

depósito vehicular con cargo al infractor.  
i) En el caso de que el infractor hubiese tenido con anterioridad 

una o más boletas de infracción, sin que las mismas no se hayan 

cancelado o bien no se encuentren cubiertas ante la 

dependencia recaudadora correspondiente, durante el término 

señalado en los artículos 116 y 121 del presente ordenamiento; el 

agente le señalará al infractor, con el debido respeto, que puede 

en ese momento realizar el pago de las infracciones pendientes 

a través de los medios electrónicos correspondientes, así como la 

que corresponda al acto en trámite motivo de infracción, por lo 

que en caso de que el conductor no lo realizara, le solicitará al 

conductor que lo acompañe a la Delegación Municipal 

correspondiente con el objeto de ponerlo a disposición del Juez 

Municipal en turno para que el mismo resuelva lo conducente.  

j) En el caso de que el vehículo en el que se cometió la infracción, 

resulte que exista una denuncia, querella, reporte o imputación 

directa de algún ciudadano respecto de que el vehículo es 

robado, el agente deberá proceder conforme al artículo 110 

fracción cuarta del presente Reglamento.  

k) Será obligación de los agentes llevar consigo los formatos de 

boletas de infracción, o en su caso los instrumentos electrónicos 

y computarizados, autorizados por el presente Reglamento y por 

la autoridad municipal. Cuando los agentes estén impedidos 

para levantar la infracción por carecer de las boletas o medios 

correspondientes, no podrán proceder hasta en tanto se hagan 

llegar de los mismos.  

l) Sólo por las causas que expresamente establece este 

Reglamento podrán los vehículos ser remitidos al depósito 

vehicular, pero previamente los agentes deberán reportar al C-4 

el tipo y condición del vehículo infractor, para que este a su vez 

llame al concesionario correspondiente y auxilie al oficial a 

remolcar la unidad móvil.  

II. Cuando a través del equipo electrónico portátil, se realice la 

infracción, deberá observarse lo siguiente:  

a) El agente capturará la infracción en forma inmediata, 

generando la impresión de la boleta, que contendrá los requisitos 

señalados en el artículo 106 en lo que corresponda. 

 

ARTÍCULO 106.- Boleta de infracción.- Las infracciones se harán 

constar en los formatos impresos y foliados o a través del equipo 

electrónico portátil, autorizados para tal fin, en los tantos que 

señale la autoridad normativa competente, las cuales deberán 

contener los siguientes datos:  

I.- Nombre y domicilio del infractor;  

II.- Número y tipo de licencia para manejar del infractor, así como 

la entidad que la expidió;  
III.- Placa de matrícula del vehículo, el uso a que está dedicado 

y entidad o país en que se expidió;  



 

IV.- Actos y hechos constitutivos de la infracción, así como el 

lugar, fecha y hora en que se haya cometido;  

V.- Motivación y fundamentación;  

V.- Nombre, número oficial y firma del agente de tránsito que 

levante el acta de infracción y en su caso número económico 

de la grúa y patrulla.  

Es obligación de los agentes, cumplir con el procedimiento de 

intervención fijado el artículo 105 del presente ordenamiento al 

momento de abordar a un conductor. 

El pago de la multa deberá realizarse en la Recaudación 

Municipal o en sus recaudaciones auxiliares; en cualquier centro 

autorizado para este fin, incluyendo medios electrónicos de 

pago con cargo a tarjetas de crédito o débito, o con el agente 

de Tránsito que impuso la infracción en caso de que cuente con 

el equipo electrónico portátil.  

Los recordatorios que envíe a domicilio la Tesorería Municipal, 

relativo al pago de multas, deberán contener los datos que 

permitan identificar plenamente la infracción. 

 

Del artículo 105 se advierte que se establece para los 

agentes un procedimiento a seguir cuando los conductores 

contravengan las disposiciones del reglamento de Tránsito, y el 106 

señala su obligación de llenar los formatos de las boleta de infracción 

con sus datos necesarios de identificación, así como de las 

infracciones cometidas y los artículos aplicables al caso concreto, 

con lo que  se cumple con los requisitos de motivación y 

fundamentación que todo acto de autoridad debe contener.  

 

Se aplica analógicamente, el criterio sustentado por el 

Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, cuyo tenor es el 

siguiente: 

 

 INFRACCIONES DE TRANSITO SIN FUNDAMENTACION NI 

MOTIVACION. Aun cuando en un recibo de infracción de tránsito, 

en la clasificación de ésta, se transcriba un artículo y sea a todas 

luces conocido que esto significa que la violación cometida sea 

aquella a la que ese numeral se refiere, o bien que se encuentre 

explicada tal circunstancia al reverso del acta, el hecho de no 

mencionar a que ordenamiento legal corresponde el precepto 

señalado, así como las causas por las cuales se impuso la 

infracción, no puede considerarse jurídicamente como una 

resolución fundada y motivada de acuerdo al artículo 16 de la 

Carta Magna.7 

 

En el juicio que se resuelve las autoridades demandadas 

fueron omisas en exhibir la Boleta de Infracción e, incluso, como se 

dijo en el considerando que antecede, informaron que no 

localizaron el documento en sus archivos. 

 

Al no presentar la Boleta de Infracción, las demandadas 

dejan al particular en total estado de indefensión, al no tener la 

certeza jurídica de que la mencionada boleta existe, si fue emitida 

 
7 Registro digital: 211535, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, octava Época, 

Materia(s): Administrativa, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIV, Julio de 1994, página 

626, Tipo: Aislada. 



 

por autoridad competente y si cumple con los requisitos de 

motivación y fundamentación de los actos de autoridad.  

 

No es óbice a lo anterior, que en el oficio **********3 de 

catorce de septiembre de dos mil veintitrés, suscrito por el Encargado 

Administrativo Distrito VI La Presa, visible a foja 17 de autos, se 

asentara: 

 

 

 

Si bien el oficio de mérito tiene valor probatorio pleno como 

documental publica, de conformidad con los artículos 285, fracción 

III, 232, fracción II y 405 del Código de Procedimientos, aplicable a la 

materia de acuerdo al artículo 103 de la Ley del Tribunal, también lo 

es que su eficacia probatoria sólo alcanza para probar la existencia 

de la Boleta de Infracción, sin embargo, ante la negativa bajo 

protesta de decir verdad del actor de que conociera el contenido 

de la boleta, correspondía a las autoridades demandadas, al 

momento de dar contestación a la demanda, exhibirla para que el 

particular conociera su contenido, incluso su constancia de 

notificación, y así el actor tuviera oportunidad de defenderse 

mediante la ampliación de demanda, de conformidad con el 

artículo 65, fracción II, de la Ley del Tribunal. 

 

Por consiguiente, al no exhibir la Boleta de Infracción, las 

demandadas dejaron al actor en estado de indefensión al no 

demostrar que el acto de molestia se encontraba debidamente 

fundado y motivado, de conformidad con el artículo 106, fracción V, 

del Reglamento de Tránsito. 

 

Lo anterior encuentra apoyo en las siguientes tesis, cuyo rubro 

y tenor establecen lo siguiente:  

ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA 

AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA 

CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN 

DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 

DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. De la interpretación armónica 

y sistemática de los artículos 209 bis, fracción II y 210, ambos del Código 

Fiscal de la Federación, se arriba a la conclusión de que cuando la 

 

                                                       **********7 

 



 

parte actora en el juicio contencioso administrativo manifieste 

desconocer el acto administrativo que da origen a la resolución 

impugnada, lo exprese así en su demanda de nulidad, y señale a la 

autoridad a quien se le atribuye el acto, su notificación o su ejecución, 

se actualiza con ello una obligación insoslayable para la autoridad 

correspondiente, para que al momento de formular su contestación de 

demanda exhiba tanto las constancias del acto, como de su 

notificación, a fin de que el particular tenga oportunidad de 

combatirlos mediante la ampliación de demanda; considerar lo 

contrario, dejaría en estado de indefensión al gobernado, ya que se 

haría nugatorio su derecho de verter conceptos de anulación contra 

el acto que dijo desconocer y que le causa un daño a su esfera 

jurídica. 8 

ACTO ADMINISTRATIVO NO NOTIFICADO O NOTIFICADO ILEGALMENTE. 

ARTÍCULO 209 BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN CON 

VIGENCIA A PARTIR DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE. De una 

sana interpretación del artículo 209 bis del Código Fiscal de la 

Federación, vigente a partir de mil novecientos noventa y nueve, se 

debe entender que cuando el quejoso alegue que el acto 

administrativo no fue notificado o que lo fue ilegalmente, son 

aplicables las reglas que dicho precepto dispone y la contenida en la 

fracción II señala claramente que si el actor manifiesta que no conoce 

el acto administrativo que pretende impugnar, así lo expresará en su 

demanda, señalando a la autoridad a quien atribuye el acto, su 

notificación o su ejecución, de manera que en este caso, al contestar 

la demanda la autoridad correspondiente deberá exhibir constancia 

del acto administrativo y de su notificación, mismo que el actor tendrá 

oportunidad de combatir mediante la ampliación de la demanda, sin 

que para lo anterior sea óbice lo dispuesto en el numeral 11 de la Ley 

Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, en virtud de que el mismo 

se refiere a los supuestos en los cuales dicho tribunal tiene competencia 

para conocer de los juicios que se promuevan en contra de las 

autoridades administrativas fiscales, dado que el artículo 209 bis es 

categórico en señalar, en su fracción II, que si el actor manifiesta que 

no conoce el acto administrativo que pretende impugnar, así lo 

indicará en su escrito de demanda, señalando a quién atribuye el acto 

impugnado, sin que sea necesario (pues dicho precepto no lo exige) 

que aporte elemento alguno sobre la posible existencia del acto de 

autoridad y así verificar si dicho acto puede o no impugnarse ante la 

autoridad responsable, habida cuenta que el artículo en comento, 

como antes se señaló, dentro de las formalidades esenciales del 

procedimiento no exige tal requisito por parte del accionante, en virtud 

de que para estar en condiciones de calificar si el acto administrativo 

que se combate existe y es de los impugnables ante la autoridad 

responsable, se debe estar hasta la contestación que formule al escrito 

de demanda la autoridad o autoridades demandadas, mas no antes, 
toda vez que por lógica jurídica es entendible que si el actor manifiesta 

que no conoce el acto administrativo que pretende impugnar, se 

encuentra imposibilitado para aportar elemento de prueba alguno 

que permita determinar, en un primer análisis, la posible existencia del 

acto administrativo, por lo que no se puede actualizar la causal de 

improcedencia que establece el artículo 202, fracción XI del Código 

Fiscal de la Federación, en razón de que el citado 209 bis, fracción II, 

constituye una excepción a la regla contenida en el artículo 209, 

fracción III, del mismo ordenamiento legal, es decir, exime al actor de 

la obligación de adjuntar a la demanda el documento en que conste 

el acto impugnado.9 

  Por todas estas razones, con fundamento en lo dispuesto 

por el artículo 108, fracción II de la Ley del Tribunal, se declara la 

nulidad de la Boleta de Infracción. 

 

 

 

 
8 Registro digital: 188707, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 

Materia(s): Administrativa, Tesis: VI.2º.A.26 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Tomo XIV, Octubre de 2001, página 1073, Tipo: Aislada. 
9 Registro digital: 192000, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, 

Materia(s): Administrativa, Tesis: XXI.2º. 15 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 

XI, Abril de 2000, página 924, Tipo: Aislada. 



 

 

 

CUARTO. - Efectos. Se precisa que la nulidad por insuficiencia de 

la fundamentación de la competencia de la autoridad emisora es lisa 

y llana, al no tener certeza jurídica el particular que la autoridad 

emisora cuanta o no con la facultad para la emitir el acto impugnado. 

 

Lo anterior tienen apoyo en la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 

99/2007 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación que a continuación se reproduce: 

 

NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE 

LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y 

LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta 

Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el 

rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA 

NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA 

EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 

RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que 
cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con 

precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en 

su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, 

que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular 

quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al 

desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y 

llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará 

a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto 

conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de 

excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la 

resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o 

recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva 

en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.10 

 

En las relatadas condiciones, con fundamento en la fracción 

IV del artículo 109 de la Ley del Tribunal, lo procedente es declarar la 

nulidad de la Boleta de Infracción y condenar al Director a dejar sin 

efectos los actos subsecuentes, por lo que deberá ordenar su 

cancelación de los registros y sistemas de cómputo correspondientes y, 

a que en su caso, se devuelva al actor el vehículo remolcado con 

motivo de la boleta declarada nula, sin requerir cobro alguno de los 

derechos que la conducta infractora pudiera haber generado, de 

conformidad con el artículo 109 del Reglamento de Tránsito, y artículos 

del 50 al 53 del Lineamiento que emite el Departamento de Supervisión 

de Arrastre y Almacenamiento de Vehículos para el Municipio de 

Tijuana, Baja California, publicado en la Gaceta Municipal del 

Ayuntamiento de Tijuana el veintiséis de febrero de dos mil veintidós. 

 
10 Registro digital: 172182. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 

99/2007- Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Junio de 2007, página 287, 

Tipo: Jurisprudencia. 

Por error humano involuntario el numeral

consecutivo es erróneo, lo correcto es QUINTO.



 

 

QUINTO. - Ejecutoriedad. Según el artículo 154 de la Ley del 

Tribunal, en los juicios de mínima cuantía no procederá recurso alguno 

en contra de las sentencias que resuelvan el asunto en definitiva o 

contra las resoluciones que decreten o nieguen el sobreseimiento o 

caducidad. 

 

En tal cariz, de conformidad con el artículo 110 de la Ley del 

Tribunal, la presente resolución CAUSA EJECUTORIA desde el momento 

de su emisión, por lo que, al tratarse este asunto de mínima cuantía este 

fallo es ejecutorio y, en ese sentido, con fundamento en el artículo 112 

del mismo ordenamiento, REQUIÉRASE al Director para que INFORMEN 

EL CUMPLIMIENTO DADO AL FALLO DENTRO DEL PLAZO DE TRES DÍAS, 

apercibidos de que, de no hacerlo así sin causa justificada, atento a lo 

dispuesto por la fracción II del artículo 47 de la Ley en cometo, se le 

impondrá multa por el equivalente al valor mensual de la unidad de 

medida y actualización vigente en el año en curso, lo que equivale a 

la cantidad de $3,300.53 pesos (tres mil ciento trescientos, 53/100 

moneda nacional), de conformidad con el decreto por el que se 

declara reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de 

Desindexación del Salario Mínimo, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el veintisiete de enero de dos mil dieciséis, en relación con 

la actualización del valor de la unidad de medida y actualización 

publicada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de enero de dos 

mil veinticuatro. 

 

Por todo lo antes expuesto, con fundamento en los artículos 

107, 108 109 de la Ley del Tribunal, se…  

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO. - Es infundada la causal de improcedencia 

propuesta por las autoridades demandadas, por lo que, resulta 

improcedente sobreseer el presente juicio. 

 

SEGUNDO. - Se declara la nulidad de la boleta de infracción 

**********2, de seis de mayo de dos mil veintitrés. 

 



 

TERCERO. - Se condena al Director a dejar sin efectos los actos 

subsecuentes, por lo que deberá ordenar la cancelación de la boleta 

declarada nula de los registros y sistemas de cómputo 

correspondientes y, en su caso, a devolver al actor el vehículo 

remolcado con motivo de la boleta mencionada, así como realizar las 

gestiones necesarias para devolver las cantidades que hubiere 

cubierto la parte actora con motivo de la boleta declarada nula. 

 

CUARTO. - Toda vez que esta resolución es ejecutoria, 

REQUIÉRASE al Director para que INFORME EL CUMPLIMIENTO DADO AL 

FALLO DENTRO DEL PLAZO DE TRES DÍAS, apercibido de que, de no 

hacerlo así sin causa justificada, atento a lo dispuesto por la fracción II 

del artículo 47 de la Ley en cometo, se le impondrá multa por el 

equivalente al valor mensual de la unidad de medida y actualización. 

 

Notifíquese por Boletín Jurisdiccional a la parte actora y por 

oficio a las autoridades demandadas. 

 

Así lo resolvió el licenciado Juan Alberto Valdiviezo Morales, 

Primer Secretario de Acuerdos del Juzgado Quinto Auxiliar con 

residencia en Tijuana del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante acuerdo de Pleno 

de veintitrés de agosto de dos mil veintitrés, acorde con lo establecido 

en el punto Décimo Cuarto del acuerdo de Pleno de trece de julio de 

ese mismo año, quien actúa en funciones de Juez de Primera Instancia 

por ministerio de ley, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 12 

de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de Baja 

California, publicada en el Periódico Oficial del Estado el dieciocho de 

junio de dos mil veintiuno, quien firmó ante la presencia de la Secretaria 

de Acuerdos, licenciada María del Pilar Ayala Guerrero, quien da fe.   

 

JVM/MPAG/AngelaP 
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LA SUSCRITA, ANGÉLICA ISLAS HERNÁNDEZ, SECRETARIA DE ACUERDOS 

DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA, HACE CONSTAR: ----------------------------------------------------------- 

QUE LO TRANSCRITO CON ANTERIORIDAD CORRESPONDE A UNA 

VERSIÓN PÚBLICA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA DICTADA POR EL 

MAGISTRADO DEL JUZGADO QUINTO AUXILIAR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA CALIFORNIA, EN FECHA VEINTISÉIS DE 

AGOSTO DE DOS MIL VEINTICUATRO, RELATIVA AL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO 17/2023 JQ, EN LA QUE SE SUPRIMIERON DATOS QUE SE 

HAN CONSIDERADO COMO LEGALMENTE RESERVADOS Y/O 

CONFIDENCIALES, CUBRIENDO EL ESPACIO CORRESPONDIENTE 

MEDIANTE LA UTILIZACIÓN DE DIEZ ASTERISCOS; VERSIÓN QUE VA EN 

DIECISIETE (17) FOJAS ÚTILES. ------------------------------------------------------------- 

 

LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO ESTABLECIDO EN LOS 

ARTÍCULOS 80 Y 83, FRACCIÓN VI, INCISO B) DE LA LEY DE 

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA; ARTÍCULOS 57, 58, 59, 60 Y DEMÁS 

APLICABLES DEL REGLAMENTO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 

PERSONALES DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE 

BAJA CALIFORNIA, ARTÍCULO 25, FRACCIÓN XV DEL REGLAMENTO 

INTERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE BAJA 

CALIFORNIA Y ARTÍCULOS 56 Y 57 DE LOS LINEAMIENTOS GENERALES EN 

MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES 

PÚBLICAS DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS. LO QUE SE HACE 

CONSTAR PARA LOS EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR, EN LA 

CIUDAD DE TIJUANA, BAJA CALIFORNIA, A ONCE DE FEBRERO DE DOS 

MIL VEINTICINCO, DOY FE. ----------------------------------------------------------------- 
 

 

 


